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Guadalajara, Jalisco, México
Asunto: Aceptación de ponencia

A QUIEN CORRESPONDA:

El que suscribe, Jesús Tovar Mendoza, Presidente de la Junta Nacional Directiva de la Asociación Mexicana de 
Ciencias Políticas (AMECIP), por la presente permiten notificar que la ponencia titulada Análisis de la 
adjudicación directa en las Asociaciones Público Privadas en las Entidades Federativas presentada por 
Ulises Carlin de la Fuente de la Institución Universidad de Monterrey, fue evaluada positivamente y 
aceptada por el Comité Científico del VIII Congreso Internacional de Ciencia Política, para participar en eje 
temático Administración y Políticas Públicas. 

Por lo tanto, deberá complementar el proceso de pago de inscripción y subir la ponencia en extenso dentro de la 
fecha límite, requisito indispensable para aparecer en el programa final del Congreso. Le rogamos atender las 
fechas establecidas en el cronograma (https://congreso.amecip.com).

Finalmente, no queda más que agradecer su interés en nuestro congreso.
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temático Administración y Políticas Públicas. 
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Ulises Carlin De La Fuente 

De: 	 Ramón Castañeda Ortega <rcastanedao@indetec.gob.mx> 
Enviado el: 	 jueves, 26 de noviembre de 2020 01:16 p. m. 
Para: 	 Ulises Carlin De La Fuente 
Asunto: 	 Confirmación de publicación de artículo "Usos de las Asociaciones Público Privadas 

a Nivel Internacional y en México". 

Mtro. Ulises Carlín de la Fuente 
Procurador Fiscal del Estado de Nuevo León 

Estimado Mtro. Carlín de la Fuente, con el gusto de saludarle, le comunicamos que su artículo 
"Usos de las Asociaciones Público Privadas a Nivel Internacional y en México", una vez atendidas 
por Usted las observaciones de fondo y forma realizadas por este Instituto, está considerado para 
su publicación en la Revista FH Federalismo Hacendario No. 9. 

Agradecemos su valiosa colaboración. 

Que esté muy bien. 

Atentamente. 

ndetec 
Ramón Castañeda Ortega 

I
Director General Adjunto de Atención a los Organismos 
del SNCF y Difusión 
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a través de Educación Ejecutiva y Continua 
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los días 2,9,16, 23 y 30 de septiembre,  con una duración total de 10 horas. 

_________________________________ 
Leticia Natalia Vázquez Ramírez 
Gerente de Educación Ejecutiva y Continua 

San Pedro Garza García, N.L. a 30 de septiembre 
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 Folio:  EEC-A-0152
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___
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llevado a cabo el día 22 de agosto del presente año.

San Pedro Garza García, N. L., a 30 de septiembre de 2024

Dr. Rafael Ibarra Garza
Director de departamento de Derecho 
de la Facultad de Derecho y Ciencias 

Sociales

Rafael Ibarra (2 oct.. 2024 16:56 MDT)
Rafael Ibarra

https://adobecancelledaccountschannel.na2.documents.adobe.com/verifier?tx=CBJCHBCAABAAlBcTbh3xTfYNSmoI0iEHJoP0fy0gMDK7




26/11/2020 	 Correo de Universidad de Monterrey - Co-asesoría de PEE Profesional Otoño 2020 

Límite de entrega de tesina a la Dirección del Programa (el estudiante entrega): pendiente. 

Disertaciones: 30 nov.-17 dic. 

Muchas gracias por su apoyo, quedo a sus órdenes. 

Cordialmente, 

Lic. Alejandra Patricia Rangel Avalos 
Departamento de Derecho 
Universidad de Monterrey 
Tel. (81) 8215 - 4594 

alejandra.rangela@udem.edu  
www.udem.edu.mx  

https://mail.google.com/mail/u/2?ik=da7a595d80&view=pt&search=all&permthid=thread-f%3A1676114318085654829%7Cmsg-f%3A16761143180856... 2/2 
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ES VIABLE LA ADJUDICACIÓN DIRECTA 
DE LOS CONTRATOS DE ASOCIACIONES 
PÚBLICO-PRIVADAS (APP) EN LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS?

¿

Ulises Carlín de la Fuente
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Las Asociaciones Público-Privadas funcionan 
para el Estado como una herramienta de apoyo 

en el cumplimiento de las obligaciones hacia 
la población, particularmente en las áreas de 

obras públicas y servicios. Sin embargo, al ser 
una práctica que involucra a la iniciativa privada 
es importante conocer su origen y fundamentos 

jurídicos para la correcta operación de las 
mismas, en base a esto en el presente artículo 
se expone lo mencionado anteriormente y los 

principales argumentos sobre el uso de la figura 
de la adjudicación directa en APP. 

nota 
del 

editor
introducción

El Estado tiene la obligación de crear 
infraestructura sustentable que fomente 
el correcto desarrollo de la población 
(instalaciones eléctricas, redes de agua 
potable y drenaje, carreteras, hospitales, 
cárceles, aeropuertos, escuelas, etc.).El 
cumplimiento de dicha obligación se ha 
realizado de manera directa por parte del 
Estado (brindando áreas de servicios y obras 
públicas destinadas para tal fin), o a través 
de procesos de licitación pública para que 
sea un tercero quien la realice, o mediante 
concesiones, en donde se otorga libertad al 
tercero de tener un retorno de la inversión. 
Pero derivado de la necesidad de contar 
con la experiencia y recursos de la iniciativa 
privada, estos esquemas han evolucionado 
ahora con las Asociaciones Público Privadas 
(APP). 

Las Asociaciones Público Privadas tienen una 
historia reciente en el mundo contemporáneo 
con la globalización, floreciendo en el siglo 
XX. Aunque antes de que naciera el concepto 
como tal, se darían los primeros pasos en 
este tipo de sistema entre privados y el 
Estado. Una de las precursoras fue Francia, 
que lanzó a mitad de los años cincuenta el 
programa de Sociedades de Economía Mixta 
(STMB por sus siglas en francés), habilitando 
todo un marco jurídico para este tipo de 
iniciativas donde el Estado dio concesiones 
para que los particulares pudieran construir 
y explotar el sector carretero durante ese 
periodo, por su alta demanda. Poco después, 
Reino Unido mejoraría este sistema aún no 
constituido como APP, pero sí como uno 
de los primeros pioneros en programas 
entre agentes privados y públicos. En 1969 
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lanzarían una ley financiera que mejorara la 
situación de los concesionarios otorgándoles 
más derechos cuando asumían la concesión 
del sector carretero.1 

No sería hasta finales de los años ochenta 
que se formaría el concepto de APP teniendo 
su origen en el Reino Unido, cuando su 
Tesorería conocida como HM Treasury a 
finales de los ochenta dio la recomendación de 
utilizar la financiación del sector privado para 
el suministro de bienes y servicios públicos, 
a dicho programa se le conocería más tarde 
como Private finance initiative (PFI) y sería 
lanzado en 1992. 

El PFI es un servicio público derivado de 
las APP o por su nombre en el inglés Public 
Private Partnership (PPP). El Profesor 
Mustafa Alshawi (2009) define el PFI como 
un programa “donde la responsabilidad de 
proporcionar servicios públicos es transferida 
desde el sector público al privado por un 
periodo de tiempo. El PFI, se considera un 
clasificador genérico para todos los tipos de 
iniciativas PPP”. Y señala que las PPP son 
“un medio para utilizar las finanzas privadas 
y sus herramientas para generar proyectos 
de inversiones de capital tradicionalmente 
proporcionados por el sector público”. 
1   Francisco Javier Treviño Moreno (2020, p. 1) cita que Héctor Manuel 
Romero refiere en su libro de 1987 Historia del transporte en la Ciudad 
de México: de la trajinera al metro, que el código legal mexica aludía a 
la construcción y conservación de los caminos en cuyos trabajos todos 
los habitantes, salvo los guerreros, magistrados y otros dignatarios, 
estaban obligados a participar, constituyendo así un antecedente 
remoto de las Asociaciones Público Privadas mexicanas. 

El método PFI nace de la necesidad de mejorar 
la infraestructura en los países y en el caso 
británico para poder mejorar la infraestructura 
carretera debido a la alta demanda de este 
tipo de obras, ya que las constructoras eran 
criticadas por un desempeño poco satisfactorio 
en ese campo, esto se observó en el reporte 
Egan publicado en 1998. En ese contexto 
también se hizo una comparación entre el 
PFI y la construcción tradicional, a pesar de 
que el coste en general de un proyecto PFI 
es mucho mayor por la asociación entre el 
sector público y privado, el desempeño de 
este sistema resultaba mucho más fructífero. 
También el PFI otorgaba mayores beneficios 
a los privados, ya que podían tener mayor 
libertad en hacer cambios en la construcción 
y edificaciones, cosa que no ocurría bajo 
un método tradicional, donde estaban más 
limitados por el gobierno.
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Es importante establecer qué se debe 
entender por Asociación Público Privada. 
El Banco Mundial tiene su propia definición, 
sobre todo en un ámbito internacional, pero 
reconoce que no existe una definición única, 
pues puede variar de país en país según sus 
leyes, aun así resulta interesante analizar la 
definición:

“En líneas generales, una asociación 
público-privada se refiere a un 
acuerdo entre el sector público y 
el sector privado en el que parte 
de los servicios o labores que son 
responsabilidad del sector público 
es suministrada por el sector 
privado bajo un claro acuerdo 
de objetivos compartidos para el 

abastecimiento del servicio público 
o de la infraestructura pública. 
Usualmente, no incluye contratos de 
servicios ni contratos llave en mano, 
ya que estos son considerados como 
proyectos de contratación pública, o 
de privatización de servicios públicos 
en los que existe un rol continuo y 
limitado del sector público” (WBG, 
2017)

Sin embargo, existen otros autores que 
ofrecen una definición más simple, para Luis 
F. Aguilar (s.f.) son “Arreglos cooperativos 
institucionalizados entre actores del sector 
público y del sector privado, que suelen 
implicar relaciones y contratos complejos 
según los objetivos de interés.” 

marco jurídico de los contratos de las app en méxico

Con la entrada en vigor de la Constitución 
Política de 1917, se incluyó el artículo 134, 
el cual contenía el siguiente texto: “Todos 
los contratos que el gobierno tenga que 
celebrar para la ejecución de obras públicas, 
serán adjudicadas en subasta, mediante 
convocatoria, y para que se presenten 
proposiciones en sobre cerrado, que será 
abierto en junta pública.” (CPEUM, 1917) 
(Énfasis añadido)

El 28 de diciembre de 1982 se publica la 
reforma al referido artículo 134 constitucional, 
en los siguientes términos: 

“Artículo 134.- …

Las adquisiciones, arrendamientos y 
enajenaciones de todo tipo de bienes, 
prestación de servicios de cualquier 
naturaleza y la contratación de obra que 
realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo 
a través de licitaciones públicas mediante 
convocatoria pública para que libremente se 
presenten proposiciones solventes en sobre 
cerrado, que será abierto públicamente, 
a fin de asegurar al Estado las mejores 
condiciones disponibles en cuanto a precio, 
calidad, financiamiento, oportunidad y demás 
circunstancias pertinentes.
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Cuando las licitaciones a que hace referencia 
el párrafo anterior no sean idóneas para 
asegurar dichas condiciones, las leyes 
establecerán las bases, procedimientos, 
reglas, requisitos y demás elementos para 
acreditar la economía, eficacia, eficiencia, 
imparcialidad y honradez que aseguren 
las mejores condiciones para el Estado…” 
(CPEUM, 1982) (Énfasis añadido)
 
A partir de la entrada en vigor de esta reforma, 
se incorpora la figura de “licitación pública” 
dentro del procedimiento administrativo 
utilizado para la selección del cocontratante 
de la Administración Pública en contratos 
relativos a adquisiciones, arrendamientos, 
enajenación de bienes, prestación de 
servicios y contratación de obras públicas. 
También se estableció la necesidad de que 
la propuesta asegurara al Estado las mejores 
condiciones disponibles en cuanto a precio, 
calidad, financiamiento, y oportunidad, y no 
solo el precio como anteriormente estaba 
regulado.

Posteriormente, se expidieron varias leyes 
relacionadas con la materia:

1.	 Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Prestación 
de Servicios relacionados con 
Bienes Muebles de

 1985.

2.	 Ley de Adquisiciones y Obras 
Públicas de

 
1993.

3.	 Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios 
del Sector Público de 2000.

4.	 Reformas a la Ley 
de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios 
del Sector Público.

5.	 Ley de Obras Públicas y 
Servicios Relacionados con 
las Mismas de 2000.

Ahora bien, fue hasta el año 2012 que se 
aprueba una Ley en materia de APP promovida 
por el Ejecutivo Federal denominada Ley de 
Asociaciones Público Privadas. Esta ley define 
los proyectos APP de la siguiente manera:
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“Artículo 2: Los proyectos de asociación 
público-privada regulados por esta Ley 
son aquellos que se realicen con cualquier 
esquema para establecer una relación 
contractual de largo plazo, entre instancias 
del sector público y del sector privado, para 
la prestación de servicios al sector público, 
mayoristas, intermediarios o al usuario 
final y en los que se utilice infraestructura 
proporcionada total o parcialmente por el 
sector privado con objetivos que aumenten el 
bienestar social y los niveles de inversión en 
el país” (LAPP, art. 2)

Antes de la legislación federal, Campeche, 
Guanajuato, Guerrero, Jalisco, Morelos, 
Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Sonora 
y Yucatán, ya contaban con una legislación 
formal en materia de Asociaciones Público 
Privadas. Siendo el primero en expedir su ley 
el Estado de Nayarit, el 29 de noviembre de 
2006. 

LEYES ESTATALES EN MATERIA DE APP

ENTIDAD NOMBRE PUBLICACIÓN ÚLTIMA 
REFORMA

Aguascalientes Ley APP 11 Septiembre 2013 9 Mayo 2018
Baja California Ley APP 22 Agosto 2014 18 Noviembre 2018

Baja California Sur Ley APP 13 Junio 2016 31 Diciembre 2016

Campeche* Ley de Contratos de Cola-
boración Público Privada 8 Julio 2011 N/A

Ciudad de México No tiene N/A N/A
Chiapas Ley APP 31 Diciembre 2016 N/A

Chihuahua Ley APP 16 Marzo 2019 N/A

Coahuila* Ley Proyectos de Presta-
ción de Servicios 11 Septiembre 2007 23 Enero 2018

Colima Ley APP 22 Noviembre 2016 N/A
Durango Ley APP 23 Noviembre 2017 N/A

Estado de México Ley APP 2 Agosto 2018 N/A

Guanajuato* Ley Proyectos de Presta-
ción de Servicios 11 Junio 2010 20 Octubre 2016

Guerrero* Ley APP 13 Septiembre 2011 N/A

Hidalgo
Ley de Alianzas Produc-
tivas de Inversión para el 

Estado de Hidalgo
2 Abril 2018 N/A
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Jalisco*
Ley de Proyectos de In-

versión y de Prestación de 
Servicios del Estado de 
Jalisco y sus Municipios

10 Mayo 2008 N/A

Michoacán Ley APP 30 Septiembre 2015 29 Diciembre 2016

Morelos*
Ley de contratos de cola-
boración público privada 

para el Estado de Morelos
1 Julio 2008 1 Marzo 2017

Nayarit* Ley APP 29 Noviembre 2006 21 Octubre 2016
Nuevo León* Ley APP 10 Julio 2010 N/A

Oaxaca* Ley APP 23 Marzo 2009 15 Mayo 2017

Puebla*
Ley de Proyectos para la 
Prestación de Servicios 

del Estado Libre y Sobera-
no de Puebla

11 febrero 2011 29 diciembre 2017

Querétaro Ley APP 27 Agosto 2015 30 Junio 2016
Quintana Roo Ley APP 29 Junio 2017 N/A

San Luis Potosí Ley APP 7 Junio 2012 12 Noviembre 2019

Sinaloa
Ley de Contratos de Cola-
boración Público Privada 
para el Estado de Sinaloa

15 Abril 2015 27 Diciembre 2017

Sonora*
Ley de Alianzas Público 

Privadas de Servicios del 
Estado de Sonora

14 Julio 2008 3 de Agosto 2017

Tabasco Ley APP 16 Febrero 2017 11 Mayo 2017
Tamaulipas Ley APP 15 Noviembre 2017 20 Agosto 2019

Tlaxcala No tiene N/A N/A
Veracruz Ley APP 16 Octubre 2014 21 Julio 2017

Yucatán* Ley de Prestación de  
Servicios 24 julio 2009 28 marzo 2018

Zacatecas Ley APP 6 Enero 2018 N/A
Fuente: Elaboración propia con información de las distintas páginas de los Congresos de las Entidades Federativas, 
actualizada al 20 de enero de 2020.

* Expedidas en fecha anterior a la legislación federal sobre APP.

LEYES ESTATALES EN MATERIA DE APP

ENTIDAD NOMBRE PUBLICACIÓN ÚLTIMA 
REFORMA
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El 26 de mayo de 2015 se publica en el Diario 
Oficial de la Federación la modificación al 
artículo 117 Constitucional en su fracción 
VIII, el cual establece que, tratándose de 
obligaciones y empréstitos, los estados 
y municipios se encuentran obligados a 
garantizar en su contratación las mejores 
condiciones del mercado en el siguiente tenor:

“Art. 117.- …
VIII.- …

Los Estados y los Municipios no 
podrán contraer obligaciones 

o empréstitos sino cuando 
se destinen a inversiones 

públicas productivas y a su 
refinanciamiento o reestructura, 
mismas que deberán realizarse 
bajo las mejores condiciones 

del mercado, inclusive los 
que contraigan organismos 
descentralizados, empresas 
públicas y fideicomisos y, 
en el caso de los Estados, 

adicionalmente para otorgar 
garantías respecto al 

endeudamiento de los Municipios. 
Lo anterior, conforme a las bases 
que establezcan las legislaturas 

en la ley correspondiente, en 
el marco de lo previsto en esta 

Constitución, y por los conceptos 
y hasta por los montos que las 

mismas aprueben.” (CPEUM, art. 
117) (Énfasis añadido)

Por otro lado, el 27 de abril de 2016 se 
expide la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios, la cual 
trajo nueva terminología constitucional como 
“disciplina financiera”, “mejores condiciones 
de mercado”, “sistema de alertas” y “registro 
público único”. También dicha reforma 
constitucional originó nuevas limitantes a 
las Entidades Federativas y Municipios en la 
contratación de obligaciones financieras, y 
otorgó intervención del Gobierno Federal, al 
tener que ser inscritas dichas obligaciones en 
un registro público único que da publicidad 
y uniforma los requisitos de contratación de 
las obligaciones financieras de dichos entes 
gubernamentales.
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Para entender primero este punto, debemos 
de resaltar que en Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios del Sector Público 
la adjudicación directa está contemplada 
como un régimen de excepción a la licitación 
pública, al definirse en su artículo 40 como:

“Artículo 40.- En los supuestos que prevé el 
artículo 41 de esta Ley, las dependencias y 
entidades, bajo su responsabilidad, podrán 
optar por no llevar a cabo el procedimiento de 
licitación pública y celebrar contratos a través 
de los procedimientos de invitación a cuando 
menos tres personas o de adjudicación directa.

La selección del procedimiento de excepción 
que realicen las dependencias y entidades 
deberá fundarse y motivarse, según las 
circunstancias que concurran en cada caso, 
en criterios de economía, eficacia, eficiencia, 
imparcialidad, honradez y transparencia que 
resulten procedentes para obtener las mejores 
condiciones para el Estado. El acreditamiento 
del o los criterios en los que se funda; así 
como la justificación de las razones en las que 
se sustente el ejercicio de la opción, deberán 
constar por escrito y ser firmado por el titular 
del área usuaria o requirente de los bienes o 
servicios.” (LAASSP, art. 40)

Luego entonces, tomando en consideración 
lo que establece la Ley de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios del Sector Público 

la figura de adjudicación directa

y recuperando la definición de Jorge Fernández 
Ruiz, se puede concluir que: “Se entiende por 
contratación directa o adjudicación directa de 
un contrato administrativo, la designación del 
cocontratante por parte de la administración 
pública sin mediar una licitación pública o 
privada de la que se deduzca de manera 
directa el cocontratante específico…” 
(Fernández, 2013, p. 209)

Por lo tanto, debemos preguntarnos:  

¿La adjudicación 
directa en los 
proyectos de 
asociaciones 

público privadas 
se encuentra 

alineada al mandato 
constitucional? 

¿Qué se debe 
de entender por 

mejores condiciones 
de mercado?
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En relación al primer cuestionamiento, y 
a través de una interpretación armónica 
del segundo párrafo de la fracción VIII del 
artículo 117 y del tercer párrafo del artículo 
134 constitucional, así como del segundo 
párrafo del artículo 2 de la Ley de APP, es 
viable advertir que la intención del legislador 
fue garantizar que los contratos que realice 
la administración pública, en específico los 
gobiernos estatales y municipales,  estuvieran 
plenamente justificados, y en ellos se garantice 
un proceso competitivo, que demuestre su 
ventaja financiera frente a otras formas de 
financiamiento. 

Sin embargo, no existe en la Constitución 
Mexicana un concepto de “mejores 
condiciones de mercado”, pero esto no trae 
como consecuencia la invalidez de dicha 
norma, ya que como se ha establecido por 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
“…las leyes no son diccionarios y la exigencia 
de un requisito así, tornaría imposible la 
función legislativa, pues la redacción de las 
leyes en general se traduciría en una labor 
interminable y nada práctica, teniendo como 
consecuencia que no se cumpliera, de manera 
oportuna, con la finalidad que se persigue con 
dicha función. De ahí, que resulte incorrecto y, 
por tanto, inoperante, el argumento que afirme 
que una norma se aparta del texto de la Ley 
Fundamental, porque no defina los vocablos o 
locuciones utilizados…” (Tesis 1a./J. 83/2004)

Para encontrar el sentido de “mejores 
condiciones de mercado” podemos acudir 
a una interpretación literal o a otros 
ordenamientos para esclarecer su sentido.

Se puede partir del diccionario de la Real 
Academia Española que recoge ocho 
acepciones de mercado, en la última, de 
naturaleza económica y necesaria para 
este análisis, se establece: “8. m. Estado y 
evolución de la oferta y la demanda en un 
sector económico dado”.

Por su parte, el diccionario de términos 
económicos define el mercado como:  

“Un proceso que 
opera cuando hay 

personas que actúan 
como compradores 

y otras como 
vendedores de 

bienes y servicios, 
generando la acción 

del intercambio.”2

2   https://economipedia.com/definiciones/mercado.html 
Página de internet consultada el 2 de febrero de 2020.
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Derivado de lo anterior, con esas dos 
definiciones se puede desprender que 
hay elementos de oferta y demanda 
en el término mercado y no solo una 
opción (como lo es la adjudicación 
directa). Sin embargo, el concepto 
completo a esclarecer es “mejores 
condiciones de mercado”. 

Un precedente importante es lo establecido 
en el artículo 134 de la Constitución 
Mexicana que mandata en su tercer párrafo 
que: “Las adquisiciones, arrendamientos 
y enajenaciones de todo tipo de bienes, 
prestación de servicios de cualquier 
naturaleza y la contratación de obra que 
realicen, se adjudicarán o llevarán a cabo 
a través de licitaciones públicas mediante 
convocatoria pública para que libremente se 
presenten proposiciones solventes en sobre 
cerrado, que será abierto públicamente, 
a fin de asegurar al Estado las mejores 
condiciones disponibles en cuanto a precio, 
calidad, financiamiento, oportunidad y demás 
circunstancias pertinentes.” (CPEUM, art. 
134) (Énfasis añadido)

La inclusión del término de “mejores 
condiciones disponibles”, se dio mediante 
reforma constitucional publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 16 de diciembre de 
1982, en donde para erogar el gasto público 
se estableció un procedimiento que implicaba 

buscar las mejores condiciones de los bienes y 
servicios adquiridos, arrendados o enajenados 
por el Estado, de modo que para conseguirlo, 
se deben implementar procesos competitivos 
como son las licitaciones públicas, en donde 
las propuestas van en sobre cerrado y el 
ganador resulta el que contemple el mejor 
precio, calidad, financiamiento, oportunidad 
y demás circunstancias pertinentes. Es decir, 
es un proceso abierto de competencia según 
las reglas de la oferta y la demanda. 

El concepto de “mejores condiciones de 
mercado” también se encuentra en el artículo 
103 Bis de la Ley Federal del Trabajo, que 
establece en su fracción I:

“Artículo 103 Bis. - El Instituto del Fondo 
Nacional para el Consumo de los Trabajadores, 
conforme a la Ley que lo regula, establecerá 
las bases para: 
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I. Otorgar crédito a los trabajadores, 
procurando las mejores condiciones de 
mercado; y” (LFT, art. 103 Bis, fr. I) (Énfasis 
añadido)

Siendo que este concepto fue motivo para la 
emisión de la siguiente tesis aislada respecto 
a dicho precepto legal, visible en la Tesis: 
I.3o.C.2 CS (10a.), Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Décima Época. 
Libro 50, enero de 2018, Tomo IV. Pág. 2099. 
Tesis Aislada (Constitucional), cuyo rubro y 
contenido es el siguiente: 

CRÉDITO AL CONSUMO. EL ARTÍCULO 103 BIS DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO, QUE OBLIGA A LOS TRABAJADORES A 
OBTENER UN CRÉDITO CONFORME A LAS REGLAS DEL MERCADO 
Y NO BARATO, TRANSGREDE EL ARTÍCULO 123, APARTADO A, 
FRACCIÓN XII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.
El numeral citado establece: «Artículo 103 Bis. El Instituto del Fondo Nacional para el 
Consumo de los Trabajadores, conforme a la ley que lo regula, establecerá las bases para: 
I. Otorgar crédito a los trabajadores, procurando las mejores condiciones de mercado; 
y II. Facilitar el acceso de los trabajadores a los servicios financieros que promuevan 
su ahorro y la consolidación de su patrimonio.». Como se aprecia, el legislador impuso 
al instituto la obligación de otorgar crédito a los trabajadores, procurando las mejores 
condiciones de mercado, lo que se traduce en la permisión de buscar un lucro, cuyo 
límite no está en el concepto de crédito barato, sino en las leyes del mercado y en 
su artificial y errónea comparación (pues enfrenta situaciones y objetos de diferente 
naturaleza), con las tasas de interés de entidades del sistema financiero mexicano, 
cuyos préstamos sirven, destacadamente para adquirir créditos para la adquisición 
de bienes de consumo duradero. En el caso y al seguir el criterio del Alto Tribunal del 
País, de rubro: «PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD 
Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS.»,  
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no existe ningún precepto que sirva de base para realizar una interpretación conforme, 
en sentido amplio, respecto del artículo secundario mencionado, que se refiera a créditos 
al consumo de los trabajadores, es decir, en ningún otro dispositivo constitucional 
o instrumento internacional suscrito por el Estado Mexicano se establece una base 
objetiva que permita sostener qué tutela el derecho humano de los trabajadores a un 
crédito de esa clase. De igual forma, tampoco es factible realizar una interpretación 
conforme en sentido estricto, pues dicho precepto no permite varias interpretaciones 
jurídicamente válidas, de las cuales pudiera elegirse alguna que fuera acorde con la 
Constitución Federal; es decir, a partir de la presunción de constitucionalidad de las 
leyes, no puede preferirse aquella que hace a la ley acorde con los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución, para evitar incidir o vulnerar el contenido esencial 
de estos derechos. En efecto, en el caso no es posible realizar una interpretación 
conforme en ambos sentidos (amplio y estricto), desde el momento en que la reforma 
de 2006 cambió diametralmente el paradigma consagrado en el artículo 123, apartado 
A, fracción XII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sobre 
los créditos baratos a los trabajadores, que es predicable o extrapolable no solo a 
los créditos para la vivienda de los trabajadores (primera aspiración), sino también a 
los de consumo de bienes duraderos y en sí, a todo aquel que tenga como propósito 
elevar la calidad de vida de aquéllos (evolución lógica de esa primera aspiración), es 
decir, de vocación social. Entonces, dado que ninguna de esas alternativas es posible, 
el artículo 103 Bis de la Ley Federal del Trabajo, génesis del actual paradigma de la 
Ley del Instituto del Fondo Nacional para el Consumo de los Trabajadores (Infonacot) 
y, en consecuencia, del concepto de créditos en las mejores condiciones de mercado, 
debe ser inaplicado, por contravenir el dispositivo constitucional señalado, que no 
establece que un crédito a los trabajadores debe otorgarse en esas condiciones, 
delimitadas por las leyes de la oferta y la demanda (lucro) sino, exclusivamente, que 
debe ser barato, conforme a la definición proporcionada en otra parte, que sobra decir, 
no tiene en cuenta dichas leyes sino, únicamente, la aspiración del Constituyente, 
de que un trabajador y su familia tengan la mejor y más confortable vida posible. Lo 
anterior, porque el precepto secundario citado veda el derecho de los trabajadores 
a obtener un crédito al consumo barato y los obliga a obtener uno conforme a las 
reglas del mercado, ninguna de las cuales reconoce su especial posición frente al 
orden jurídico, esto es, su calidad de miembro de un sector débil, constitucional e 
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históricamente protegido. En consecuencia, si dicho precepto es inconstitucional, por 
transgredir el paradigma consagrado en el artículo 123, apartado A, fracción XII, de la 
Constitución Federal, sobre los créditos baratos a los trabajadores, debe desaplicarse 
e inhibirse la condición de lucro o ganancia que como componente integra la tasa de 
interés del Infonacot y conseguir que dicho crédito sea barato (reencauzamiento de su 
objetivo constitucional), por lo que debe reducirse prudencialmente, atento a las tasas 
de interés de otros créditos que sean de carácter social, preferiblemente aquellos que 
sirvan para la adquisición de bienes de consumo duradero o que, por su versatilidad, 
puedan destinarse a ese fin.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 748/2015. 30 de marzo de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor 
Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: Karlo Iván González Camacho.

Nota: La tesis aislada citada, aparece publicada con la clave o número de identificación 
P. LXIX/2011 (9a.) en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro III, Tomo 1, diciembre de 2011, página 552.

Esta tesis refleja un criterio firme sustentado por un Tribunal Colegiado de Circuito 
al resolver un juicio de amparo directo, por lo que atendiendo a la tesis P. LX/98, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo VIII, septiembre de 1998, página 56, de rubro: «TRIBUNALES COLEGIADOS DE 
CIRCUITO. AUNQUE LAS CONSIDERACIONES SOBRE CONSTITUCIONALIDAD 
DE LEYES QUE EFECTÚAN EN LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO, NO SON 
APTAS PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA, RESULTA ÚTIL LA PUBLICACIÓN 
DE LOS CRITERIOS.», no es obligatorio ni apto para integrar jurisprudencia.
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Si bien es cierto que el contenido de la tesis 
hace una declaratoria de inconstitucionalidad 
del artículo 103 Bis de la Ley Federal del 
Trabajo, ese criterio resulta importante para 
entender el concepto de “mejores condiciones 
de mercado” que aborda el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, 
cuando refiere que las mejores condiciones 
de mercado se encuentran delimitadas por las 
leyes de la oferta y la demanda.

Por último, para entender la terminología de 
“mejores condiciones de mercado” se debe 
de tomar en consideración el ACUERDO POR 
EL QUE SE EMITEN LOS LINEAMIENTOS 
DE LA METODOLOGÍA PARA EL CÁLCULO 
DEL MENOR COSTO FINANCIERO Y DE 
LOS PROCESOS COMPETITIVOS DE LOS 
FINANCIAMIENTOS Y OBLIGACIONES 
A CONTRATAR POR PARTE DE LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS, LOS 
MUNICIPIOS Y SUS ENTES PÚBLICOS, 
cuyos artículos 1, 5 y 38 (capítulo VIII.- 
Asociaciones Público Privadas) refieren:

“1. Los presentes Lineamientos tienen por 
objeto establecer la metodología para el 
cálculo y comparación del costo financiero de 
los Financiamientos y Obligaciones a contratar 

por parte de las Entidades Federativas, los 
Municipios y sus Entes Públicos y, con ello, 
determinar la contratación bajo las mejores 
condiciones de mercado, en el marco de lo 
dispuesto por los artículos 26 y 27 de la Ley.

5. Los Entes Públicos deberán emitir una 
Convocatoria para la realización de un proceso 
competitivo que tenga como objetivo la 
contratación de uno o varios Financiamientos 
u Obligaciones bajo las mejores condiciones 
de mercado, según lo establecido en los 
artículos 25 y 26 de la Ley.

38. Sin importar la dependencia de la Entidad 
Federativa, del municipio o área específica 
de sus respectivos Entes Públicos en la que 
recaiga la responsabilidad de contratación 
de los esquemas de Asociaciones Público 
Privadas, será responsabilidad única del 
secretario de finanzas de la Entidad Federativa, 
tesorero municipal o su equivalente de cada 
Ente Público, según corresponda a su ámbito 
de competencia, confirmar que la Obligación 
contratada mediante dicho esquema se 
celebró bajo las mejores condiciones de 
mercado de acuerdo a lo establecido en los 
presentes Lineamientos.” (Acuerdo, DOF 
25/10/2016).
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Tomando en consideración la definición más 
profana de “mercado” dada por diversos 
diccionarios, junto con lo estipulado en el 
tercer párrafo del artículo 134 Constitucional, 
la interpretación del Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito, así como 
los artículos 1, 5 y 38 del ACUERDO POR 
EL QUE SE EMITEN LOS LINEAMIENTOS 
DE LA METODOLOGÍA PARA EL CÁLCULO 
DEL MENOR COSTO FINANCIERO Y DE 
LOS PROCESOS COMPETITIVOS DE LOS 
FINANCIAMIENTOS Y OBLIGACIONES 
A CONTRATAR POR PARTE DE LAS 
ENTIDADES FEDERATIVAS, LOS 
MUNICIPIOS Y SUS ENTES PÚBLICOS, 
podemos colegir que las mejores 
condiciones de mercado deben llevarse 
a cabo dentro de un proceso competitivo 
abierto, para buscar los menores costos 
para el Estado o la población en un proceso 

conclusión

de asociación público privada; por lo tanto, 
la adjudicación directa al no ser un proceso 
competitivo, sino una asignación directa sin 
competencia, podría correr el riesgo de ser 
observada por el órgano de control superior, 
en razón de una posible vulneración de lo 
establecido por el segundo y el tercer párrafo 
de la fracción VIII del artículo 117 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, respecto a contraer obligaciones 
en las mejores condiciones de mercado. 

En virtud de la reforma constitucional del 
26 de mayo de 2015, es necesario que las 
obligaciones y financiamientos contraídos por 
las Entidades Federativas y los Municipios 
pasen por un proceso competitivo en donde 
se obtengan las mejores condiciones, que 
traducido es el mejor costo financiero para los 
entes gubernamentales.
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